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Magistrado Ponente: Luis Gilberto Ortegón Ortegón 

 

Bogotá, D.C., veintidós (22) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente : 25899-33-33-001-2015-00261-02 
Demandante : Rita María García Torres 
Demandado : Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (Ugpp) 
Medio de control : Nulidad y restablecimiento del derecho 
Tema : Ejecutivo 
Actuación : Resuelve apelación contra auto que niega decreto de medida 

cautelar 
 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto y sustentado por el apoderado 

de la parte ejecutante contra el auto de 4 de octubre de 2018, mediante el cual se decidió negar 

la solicitud de medida cautelar. 

 

ANTECEDENTES 

 

La señora Rita María García Torres quien actúa mediante apoderado judicial, formuló demanda 

ejecutiva en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social (Ugpp), y en escrito separado (f. 30) solicitó que se decretara la medida 

cautelar encaminada a embargar y retener los productos bancarios que se encuentren a nombre 

de la Ugpp. 

 

En providencia del 4 de octubre de dos mil dieciocho (2018) el Juzgado Tercero (3°) 

Administrativo del Circuito Judicial de Zipaquirá resolvió negar la solicitud de medidas cautelares 

en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social (Ugpp) (fs. 31 a 36). 
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Luego, mediante memorial radicado el 10 de octubre de 2018 (fs. 85 a 87), el apoderado de la 

ejecutante presentó recurso de apelación en contra de auto del 4 de octubre de 2018 (fs. 37 y 38), 

recurso que fue concedido por auto del 1° de noviembre de 2018 (fs. 40 y 41). 

 

Para resolver se, 

 

CONSIDERA 

 

Frente al recurso de reposición, el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011 señaló: «Salvo norma legal 

en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que no sean susceptibles de apelación o 

de súplica. En cuanto a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento 

Civil». 

 

El artículo 243 del ibídem, señala taxativamente los autos que son susceptibles de recurso de 

apelación, de la siguiente manera: 

 

«Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia de 
los Tribunales y de los Jueces. También serán apelables los siguientes autos 
proferidos en la misma instancia por los jueces administrativos: 
 

1. El que rechace la demanda. 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de 
responsabilidad y desacato en ese mismo trámite. 
3. El que ponga fin al proceso. 
4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso que solo 
podrá ser interpuesto por el Ministerio Público. 
5. El que resuelva la liquidación de la condena de los perjuicios. 
6. El que decreta las nulidades procesales. 
7. El que niega la intervención de terceros. 
8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 
9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida 
oportunamente […]». 

 

En ese orden de ideas, es menester anotar que de conformidad a lo establecido en el art. 243 

de la Ley 1437 de 2011, se evidencia que no está enlistado el proveído impugnado mediante el 

cual se niega el decreto de medidas cautelares. Así las cosas, se observa que se trata de una 

providencia que no es apelable, pues únicamente son susceptibles de alzada, las que están 

contempladas en la norma transcrita. 
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Igualmente, es oportuno precisar que de conformidad con el parágrafo del artículo 243 de la 

Ley 1437 de 2011, «La apelación solo procederá de conformidad con las normas del presente 

código, incluso en aquellos trámites e incidentes que se rijan por el procedimiento civil». Por lo 

tanto, no se comparte el criterio del juez de primera instancia, en cuanto a la concesión de un 

recurso que a todas luces resulta improcedente. 

 

Adicionalmente, es deber del operador judicial interpretar las normas en su sentido más 

favorable, para tal labor, se debe adoptar la decisión que mejor garantice los derechos de los 

intervinientes en un proceso, en especial, el de acceso a la administración de justicia, establecido 

en el artículo 229 de la Constitución Política. 

 

Teniendo en cuenta lo señalado, y de conformidad con  el artículo 318 del Código General del 

Proceso, cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso 

improcedente, el juez lo deberá tramitar por las reglas adecuadas, siempre que haya sido 

interpuesto oportunamente, norma que privilegia el derecho sustancial sobre las formalidades 

imponiendo al operador judicial la obligación de interpretar los recursos presentados por las 

partes, garantizando su trámite frente a irregularidades de tipo netamente formal, por estas 

razones para el presente caso debe entenderse que el recurso interpuesto debe tramitarse por 

vía de reposición. 

 

En consideración a los argumentos expuestos, se rechazará por improcedente el recurso de 

apelación y deberá el a quo resolver de manera inmediata el recurso de reposición donde 

corresponderá, dentro de las reglas de la sana critica, determinar si se está en presencia de una 

petición nueva o frente a una solicitud de extensión de jurisprudencia y en ese orden de ideas dar 

el trámite que corresponda. 

 

En consecuencia, el Juzgado Tercero (3°) Administrativo del Circuito Judicial de Zipaquirá, 

habrá de dejar sin efectos el auto de fecha 1° de noviembre de 2018 en lo relacionado a la 

concesión del recurso de apelación interpuesto por la parte ejecutante, contra el proveído de 4 de 

octubre de la misma anualidad, para en su lugar, resolver lo de su competencia. 

 

Por lo expuesto, se 
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RESUELVE: 

 

Primero: Rechazar por improcedente el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de 

ejecutante contra la providencia de 4 de octubre de 2018 proferida por el Juzgado Tercero (3°) 

Administrativo del Circuito Judicial de Zipaquirá; en su lugar, el a quo deberá dar el trámite que 

corresponda a la solicitud, de conformidad a las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

Segundo: Ejecutoriada esta providencia, devolver el expediente al Juzgado de origen para lo 

pertinente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

Este proyecto fue estudiado y aprobado en sala de decisión de la fecha. 
 

 

Luis Gilberto Ortegón Ortegón 
Magistrado 

José Rodrigo Romero Romero 
Magistrado 

Alberto Espinosa Bolaños 
Magistrado 

 
PN 
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Magistrado ponente: Luis Gilberto Ortegón Ortegón 
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Expediente          25000-23-42-000-2018-00379-00 
Demandante        Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) 
Demandado         Alberto Cadena Moreno 

Medio de control   Nulidad y restablecimiento del derecho – Lesividad 

Tema                    Reconocimiento pensión de sobreviviente 

Actuación             Resuelve reposición contra auto que decidió medida cautelar 

 

I. ASUNTO A RESOLVER 

 

Procede la Sala a resolver el recurso de reposición presentado por el apoderado de la parte 

demandante (fs. 28 a 34) contra el auto del 11 de abril de 2019, que negó la suspensión 

provisional del acto administrativo acusado de conformidad con lo expuesto en la parte motiva 

de la providencia (fs. 25 a 27 vto). 

 

II. ANTECEDENTES 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones), mediante apoderado, acude 

ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a incoar medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho conforme al artículo 138 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo contra Bogotá D.C.; en la modalidad de 

lesividad. 

 

Con el escrito de medida cautelar solicitó la suspensión provisional de la Resolución GNR 

222481 del 26 de julio de 2015 proferida por la Administradora Colombiana de Pensiones 

(Colpensiones), mediante el cual se reconoció y ordenó el pago de una pensión de 

sobreviviente al señor Alberto Cadena Moreno. 

 

Así las cosas, mediante auto del 11 de abril de 2019, la Sala negó la suspensión provisional 

del acto administrativo acusado al considerar que «[…] se requiere adelantar un debate 
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probatorio y realizar un análisis integral de acuerdo con los demás medios de prueba, ante lo 

cual no es posible determinar la legalidad del acto en sentencia, máxime si tenemos en cuenta 

que se debaten derechos fundamentales inherentes al mínimo vita demandado […]». 

 

III. FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

 

Inconforme con el citado proveído del 11 de abril de 2019, el apoderado de la parte 

accionante interpuso recurso de reposición (fs. 28 a 34 del cuaderno de medida cautelar), al 

estimar que procede el decreto de la medida cautelar solicitada por cumplirse los requisitos 

para ello, de acuerdo con lo establecido en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Lo anterior, en razón a que, a su juicio, el acto demandado (Resolución GNR 222481 del 

26 de julio de 2015), mediante el cual se reconoció a favor del señor Alberto Cadena Moreno 

una pensión de sobrevivientes, contraría la Constitución y la ley, al no cumplir los requisitos 

exigidos para el efecto, específicamente, por no acreditar la convivencia con la causante en 

los últimos cinco (05) años anteriores al fallecimiento de la misma, tal como lo prevé el artículo 

47 de la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003. 

 

Igualmente, en el recurso se precisó la procedencia, los requisitos y clasificación para la 

aplicación de la medida cautelar, y se enfatizó en que es evidente que el reconocimiento de la 

pensión, respecto de la cual se solicita la nulidad, fue expedida en contravía de la Constitución 

y la ley, ocasionando un perjuicio inminente contra la estabilidad financiera del Sistema 

General de Pensiones y una afectación para los afiliados que sí tienen derechos. 

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

En el caso bajo estudio, se observa que la Sala negó la medida cautelar invocada por la 

Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) al considerar que de la simple 

confrontación del acto acusado con el texto de las normas de derecho jerárquicamente 

superiores invocadas como transgredidas y del acervo probatorio arrimado al expediente, no 

era posible establecer la violación de aquellas, por cuanto para dilucidar lo afirmado por la 

parte demandante resultaba indispensable entrar a hacer una serie de valoraciones 

probatorias y ejercicios de técnicas interpretativas que permitieran desvirtuarlos o confirmarlos, 

lo cual es propio de una sentencia de mérito.  
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En esos términos, la Sala concluyó que era necesario realizar un estudio a fondo con el fin 

de determinar la procedencia de la suspensión y anulación de la resolución mediante la cual 

se reconoció la pensión de sobreviviente a favor del señor Alberto Cadena Moreno (fs. 25 a 

27 vto). 

 

Ahora bien, descendiendo al análisis del recurso interpuesto en contra de la negativa de 

acceder a la medida cautelar solicitada y del material probatorio que obra dentro del 

expediente, la Sala observa que la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) 

mediante la Resolución GNR 222481 del 26 de julio de 2015, reconoció una pensión de 

sobrevivientes al señor Alberto Cadena Moreno. 

 

De igual manera, se encuentra que la Administradora Colombiana de Pensiones – 

Colpensiones a través de la Resolución GNR 325452 del 31 de octubre de 2016, con la que 

se negó la revocatoria directa de la resolución antes mencionada, petición que fue presentada 

por parte de los hijos de la causante, quienes posteriormente, contra la decisión antes 

mencionada, presentaron los recursos de reposición y en subsidio el de apelación. 

 

A su vez, se tiene que los recursos presentados fueron rechazados por extemporáneos por 

parte de la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) por medio de la 

Resolución GNR 3800 del 6 de enero de 2017. 

 

Así las cosas, se advierte que la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) 

previo al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes del señor Alberto Cadena Moreno, 

adelantó un trámite administrativo que le permitió arribar a dicha decisión. 

 

Y si bien, no puede desconocerse que la entidad en virtud de una investigación que 

desarrolló para verificar el cumplimiento de los requisitos para el otorgamiento de dicha 

pensión de sobrevivientes (artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de 

la Ley 797 de 2003), concluyó que el demandado no acreditó la convivencia con la causante, 

lo cierto es que se considera necesario efectuar un estudio a fondo con la intención de valorar 

dichos medios probatorios. 

 

Pues, es necesario realizar un estudio riguroso frente a los antecedentes, con el 

agotamiento de un debido proceso, y el análisis de las circunstancias especiales del caso en 
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concreto, con el fin de determinar la procedencia de la suspensión y anulación del acto que se 

demanda en el medio de control de nulidad y restableciendo del derecho en modalidad de 

lesividad. 

 

Igualmente, es menester precisarle al recurrente que al momento de proferirse el auto que 

negó la medida de suspensión provisional, esta Sala consideró necesario protegerle al 

accionado su derecho fundamental al mínimo vital mientras se dirime el proceso ordinario.  

 

Por tal motivo, esta Sala considera que no hay lugar a reponer el auto que negó el decreto 

de la medida cautelar solicitada, atendiendo a las circunstancias del proceso de la referencia, 

razón por la que la legalidad del acto que reconoció la pensión de sobreviviente a favor del 

señor Alberto Cadena Moreno se resolverá en el fondo del asunto.  

 

Finalmente, comoquiera que la entidad demandante, aportó poder de sustitución (fs. 76 a 79), 

en donde se acreditó debidamente la calidad de profesional del derecho de quien la representa, 

se le reconocerá personería adjetiva al para actuar en los términos del poder aportado. 

 

En consecuencia, se 

 

RESUELVE: 

 

Primero: No reponer el auto emitido el 11 de abril de 2019, de conformidad con lo señalado 

en la parte motiva de esta providencia. 

 

Segundo: Comunicar a las partes la presente decisión. 

 

Tercero: Reconocer personería adjetiva a la doctora Irene Johanna Yate Forero, identificada 

con cédula de ciudadanía 52.767.743 y tarjeta profesional 168.071 C.S. de la J., para actuar en 

calidad de apoderada de la entidad demandante. 

 

Cuarto: Una vez en firme está decisión devolver el expediente al Despacho para continuar 

con el trámite procesal correspondiente. 
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Notifíquese y cúmplase, 

 

Este proyecto fue estudiado y aprobado en sala de decisión de la fecha. 

 

Luis Gilberto Ortegón Ortegón 
Magistrado 

José Rodrigo Romero Romero 
Magistrado 

                      Alberto Espinosa Bolaños 
Magistrado 

  
 

 

 

 

 

PN. 
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Expediente          : 25000-23-42-000-2018-01139-00 
Demandante        : Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (Ugpp) 
Demandada         : William Antonio Espitia Torres 

Medio de control   : Nulidad y restablecimiento del derecho 

Tema                    : Reconocimiento pensional (lesividad) 

Actuación             : Resuelve medida cautelar 

 

ASUNTO A RESOLVER 

 

La Sala procede a resolver la solicitud de medida cautelar consistente en la suspensión 

provisional del acto administrativo acusado, interpuesta por el apoderado de la entidad 

demandante (fs. 5 a 8 C. cautelar). 

 

ANTECEDENTES 

 

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de 

la Protección Social (Ugpp), mediante apoderado, presentó ante este Tribunal medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho (fs. 1 a 18 C. cautelar), en el que solicitó la nulidad 

de la Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre de 2010, mediante la cual reconoció y pagó 

una pensión de vejez a favor del señor William Antonio Espitia Torres. 

 

Adicionalmente, a título de restablecimiento solicitó se ordene al demandado (i) «[…] 

restituir [a la demandante] la suma correspondiente a los valores pagados debidamente 

indexados, con ocasión al reconocimiento y reliquidación de la pensión reconocida, la cual […] 

desconoce las normas legales que rigen la materia»; (ii) «[actualizar la condena] aplicando los 

ajustes de valor o indexación desde el momento en que se causó hasta la fecha de la ejecutoria 

de la sentencia que le ponga fin al proceso, prorrogado hasta la fecha de pago efectivo del 

reajuste y la retroactividad»; y (iii) condenar en costas a la demandada. 
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Asimismo, junto con la demanda solicitó se decrete como medida cautelar la suspensión 

provisional de la Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre de 2010, la cual es objeto de 

anulación. Específicamente fundamentó su solicitud en los siguientes términos: 

 

«[La Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre de 2010] es claramente 
contrario a la Constitución y a la Ley y a los precedentes jurisprudenciales, puesto 
que el hoy pensionado no acreditó por lo menos uno de los dos requisitos exigidos 
en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para gozar del régimen de transición, 
requisitos que no cume de cualquier manera ya que al 01 de abril de 1994 no tenía 
40 años de edad o 15 años de servicio […]» [sic]. 

 

Mediante auto del 14 de diciembre de 2018 (fs. 29 c.ppal y 19 c. cautelar) se admitió el 

escrito demandatorio y se corrió traslado al accionado de la solicitud de medida cautelar 

presentada por la entidad demandante, quien se pronunció al respecto por intermedio de su 

apoderado, en el sentido de oponerse a la prosperidad de la misma al considerar que cumple 

con los requisitos de ley para ser beneficiario de la pensión de jubilación prevista en la Ley 32 

de 1986, esto es, la acreditación de 20 años de servicio, toda vez que fue vinculado a la 

Guardia Nacional Penitenciaria desde el 13 de marzo de 1984 hasta el 31 de julio de 2017, 

para un total de 33 años, 5 meses y 19 días, cumpliendo dicho requisito el 13 de marzo de 

2014, tal como lo reconoció la Ugpp en la Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre de 

2010. 

 

Agregó que no se evidencia violación de las disposiciones invocadas en la demanda, al no 

existir causación de un perjuicio irremediable con la vigencia del acto acusado y no se 

encuentra demostrado que el demandado hubiese actuado con dolo, razón suficiente que no 

amerita de manera alguna la suspensión del acto censurado que reconoció su pensión de 

vejez, siendo del caso que está ya fue reconocida de manera unilateral por la Ugpp. 

 

CONSIDERACIONES 

 

La suspensión provisional, de conformidad con la reiterada jurisprudencia del Consejo de 

Estado, es una medida precautoria o cautelar, cuya finalidad es hacer cesar los efectos 

jurídicos de un acto administrativo mientras se profiere sentencia que decida si este infringe o 

no las normas superiores que se estiman transgredidas de manera manifiesta o prima facie. 

 

De conformidad con el artículo 238 de la Constitución Política, la Jurisdicción de lo 
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Contencioso Administrativo podrá suspender provisionalmente los efectos de los actos 

administrativos susceptibles de impugnación por vía judicial, siempre que se satisfagan los 

requisitos establecidos en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, así: 

 

«Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de 
sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en 
la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis 
del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos» (negrilla 
de la Sala).  

 

Sobre el particular, el Consejo de Estado en pronunciamiento de 13 de septiembre de 

20121, en lo que respecta a la procedencia de la medida cautelar de suspensión provisional, 

precisó: 

 
«La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al respecto que: 
1º) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto que se acusa 
de nulidad puede acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, surge, es 
decir, aparece presente, desde esta instancia procesal - cuando el proceso apenas 
comienza-, como conclusión del: i) análisis del acto demandado y su confrontación 
con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las 
pruebas allegadas con la solicitud. 2º) Además, señala que esta medida cautelar se 
debe solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación de la demanda, o 
ya en lo que el demandante sustente al respecto en escrito separado. 
 
Entonces, lo que en el nuevo Código representa variación significativa en la regulación 
de esta figura jurídico-procesal de la suspensión provisional de los efectos del acto 
administrativo acusado, con relación al estatuto anterior, radica en que ahora, la norma 
da apertura y autoriza al juez administrativo para que, a fin de que desde este momento 
procesal obtenga la percepción de que hay la violación normativa alegada, pueda: 1º) 
realizar análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas, y 2º) que 
también pueda estudiar las pruebas allegadas con la solicitud. 
 
[…] 
 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que el juez 
previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo análisis de la 
sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el perentorio señalamiento 
del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI Medidas Cautelares- procedencia), 
conforme al cual: ‘La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento’, es 
preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a fin que el 
decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido definitivo en el 
juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo produjo o al demandado 
(en el caso el elegido o el nombrado cuya designación se acusa), de que ejerzan su 
derecho de defensa y que para la decisión final se consideren sus argumentos y valoren 
sus medios de prueba» (resalta la Sala). 

 

De lo anterior se colige que, de acuerdo con lo previsto en los artículos 229 a 241 de la Ley 

                                                
1 Consejo de Estado, sentencia de 13 de septiembre de 2012, Radicación número: 11001-03-28-000-2012-00042-00, C.P. Susana Buitrago Valencia. 
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1437 de 2011, a diferencia de lo contemplado en el anterior Código Contencioso 

Administrativo, la potestad del juez en cuanto al decreto de la medida cautelar de suspensión 

provisional va más allá de la simple confrontación del acto demandado con las normas que se 

consideran infringidas, puesto que, además de tal facultad, le es permitido realizar un análisis 

probatorio a efectos de determinar la procedencia o no de dicha medida, siempre que ello no 

implique prejuzgamiento. 

 

Ahora bien, en el escrito de demanda y en el escrito de medida cautelar se establecen como 

disposiciones quebrantadas por el acto administrativo acusado, la Constitución Política, Leyes 

32 de 1986 y 100 de 1993, y Acto Legislativo 01 de 2005. 

 

En el sub examine se observa que a través de Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre 

de 2010, la Ugpp, reconoció una pensión de vejez a favor del señor William Antonio Espitia 

Torres, quedando en suspenso hasta tanto se allegara acto administrativo de retiro como 

servidor público. 

 

A su vez, se encuentra que a través de la Resolución RDP 3823 del 2 de febrero de 2018 

la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social (Ugpp) negó la reliquidación la pensión de vejez, asegurando que el 

demandado no es beneficiario del régimen de transición y remitió el caso a la Subdirección de 

la misma con el fin de iniciar las acciones correspondientes. 

 

De esta manera, se colige que la Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre de 2010, 

cuya suspensión se solicita como medida cautelar por parte de la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (Ugpp), 

fue el acto administrativo a través del cual reconoció la pensión de vejez de la parte 

demandada en el proceso objeto de estudio. 

 

Sobre el particular, se advierte que en este momento no es posible establecer la violación 

de las normas que sirvieron de fundamento al acto administrativo acusado, esto es, la 

Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre de 2010, por cuanto para dilucidar lo afirmado 

por la accionante, resulta indispensable realizar una serie de valoraciones legales y ejercicios 

de técnicas interpretativas que permitan desvirtuar o confirmar la legalidad de las decisiones 

objeto de anulación, lo cual es propio de una sentencia de mérito que implica desarrollar un 
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estudio de fondo de la controversia. 

 

Por tal motivo, esta Sala considera que la solicitud de suspensión provisional de la 

Resolución RDP 15529 del 28 de septiembre de 2010, la cual es objeto de anulación, no está 

llamada a prosperar, conforme a lo expuesto. 

 

En consecuencia, se 

 

RESUELVE 

 

Primero: Negar la suspensión provisional del acto administrativo acusado, de conformidad 

con la parte motiva. 

 

Segundo: Comunicar la presente decisión a las partes. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 
Este proyecto fue estudiado y aprobado en sala de decisión de la fecha. 

 

Luis Gilberto Ortegón Ortegón 
Magistrado 

José Rodrigo Romero Romero 
Magistrado 

Alberto Espinosa Bolaños 
Magistrado 

 
PN 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN “B” 

 
 

Magistrado sustanciador: Luis Gilberto Ortegón Ortegón 

 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente              : 11001-33-31-010-2006-00159-02 
Demandante            : Carlos Arturo Ciceri 
Demandado             : Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social (Ugpp) 
Medio de control     : Ejecutivo laboral 
Actuación               : Apelación contra auto que niega mandamiento de pago 

 

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte ejecutante 

(fs. 103 a 106) contra la providencia del 14 de febrero de 2019, proferida por el Juzgado 

Décimo (10) Administrativo del Circuito de Bogotá (fs. 100 a 102), mediante la cual se resolvió 

no librar mandamiento de pago a favor del ejecutante. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

El señor Carlos Arturo Ciceri, en ejercicio de la acción ejecutiva, a través de apoderado, 

presentó demanda1 en virtud de la cual pretende se libre mandamiento de pago, por concepto 

de intereses moratorios que se causen con posterioridad a la presentación de la demanda 

ejecutiva hasta que se pague totalmente la obligación derivada de las sentencias proferidas el 

9 de julio de 2009 por el Juzgado Décimo (10) Administrativo del Circuito de Bogotá (fs. 8 a 

26) y el 5 de agosto de 2010 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 

Segunda, Subsección “B” M.P. Dr. Carmelo Perdomo Cuéter2. 

 

Providencia Impugnada. En providencia del 14 de febrero de 2019, el Juzgado Décimo 

(10) Administrativo del Circuito de Bogotá, resolvió negar el mandamiento de pago, 

manifestando que en la sentencia base del recaudo no emerge de manera clara, expresa y 

exigible, la obligación deprecada por el ejecutante, toda vez que de su tenor literal no se 

                                                
1 El 24 de noviembre de 2014, según informe secretarial realizado por el Juzgado Décimo Administrativo del Circuito de Bogotá (f. 49). 
2 Sentencias que quedaron ejecutoriadas el 17 de agosto de 2010, de acuerdo a la información establecida en el Edicto No. 793 (f. 34). 
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desprende lo solicitado por el ejecutante. 

 

Lo anterior fundado en que en las sentencias de primera y segunda instancia fue reliquidar 

la pensión del accionante con la inclusión los factores salariales de asignación básica, 

sobresueldo, auxilio de alimentación, bonificación por servicios prestados, prima de servicios, 

prima de vacaciones y prima de navidad, y cancelar intereses moratorios sobre la diferencia 

en las mesadas y su indexación, a partir de la ejecutoria de la sentencia. 

 

Recurso de Apelación. (fs. 103 a 106) Inconforme con la referida decisión, el apoderado 

de la parte ejecutante interpuso recurso de apelación señalando que la decisión de negar el 

mandamiento de pago, se debió realizar en la audiencia inicial establecida en el artículo 180 

de la Ley 1437 de 2011, lo cual omitió el a quo. 

 

Aseguró que la demandada cumplió parcialmente las sentencias de primera y segunda 

instancia, comoquiera que pagó únicamente las mesadas atrasadas debidamente indexadas, 

pero omitió el pago de los intereses moratorios causados con el cumplimiento tardío de las 

condenas impuestas. 

 

II. TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

En atención a que el recurso fue interpuesto y sustentado dentro del término previsto para 

el efecto3, se concedió mediante providencia de 22 de febrero de 2019 (f. 112). 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Competencia. Corresponde a la Sala, con fundamento en los artículos 1534 y 243 de la 

                                                
3 Artículo 244 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA): «Trámite del recurso de 
apelación contra autos. La interposición y decisión del recurso de apelación contra autos se sujetará a las siguientes reglas:  
[…] 
2. Si el auto se notifica por estado, el recurso deberá interponerse y sustentarse por escrito dentro de los tres (3) días siguientes ante el 
juez que lo profirió. De la sustentación se dará traslado por Secretaría a los demás sujetos procesales por igual término, sin necesidad 
de auto que así lo ordene. Si ambas partes apelaron los términos serán comunes. El juez concederá el recurso en caso de que sea 
procedente y haya sido sustentado. 
3. Una vez concedido el recurso, se remitirá el expediente al superior para que lo decida de plano.  
4. Contra el auto que decide la apelación no procede ningún recurso».  
4 Artículo 153. Competencia de los tribunales administrativos en segunda instancia. Los tribunales administrativos conocerán en segunda 
instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los jueces administrativos y de las apelaciones de autos 
susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación o se conceda en 
un efecto distinto del que corresponda. 
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Ley 1437 de 2011, decidir el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del ejecutante 

contra el auto de 14 de febrero de 2019 (fs. 100 a 102), por medio del cual el Juzgado Décimo 

(10) Administrativo del Circuito de Bogotá decidió no librar mandamiento ejecutivo. 

 

Problema jurídico. Se plantea en determinar si en el sub lite le asistió razón jurídica o no 

al a quo al haber resuelto negar el mandamiento de pago en el presente asunto. 

 

Tesis de la sala. La Sala revocará el auto de fecha 14 de febrero de 2019, proferido por el 

Juzgado Décimo (10) Administrativo del Circuito de Bogotá, por medio del cual se resolvió no 

librar el mandamiento de pago, comoquiera que las sentencias que ordenan el reajuste 

pensional son un título ejecutivo claro, expreso y exigible respecto del derecho pretendido por 

el actor en la demanda ejecutiva y debe darse dentro del transcurso del proceso de ejecución 

a las partes la oportunidad de probar y contradecir los valores adeudados, conforme se pasa 

a exponer. 

 

Marco normativo. En punto de resolver el problema jurídico planteado, procede la Sala a 

determinar la solución que en derecho corresponde. 

 

El artículo 297 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece que, entre otros, constituyen título ejecutivo «Las sentencias 

debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 

mediante las cuales se condene a una entidad pública a pago de sumas dinerarias» 

[subrayado de la sala]. 

 

Por su parte, el artículo 422 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa 

del artículo 299 de la Ley 1437 de 2011, prevé: 

 

«Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 
expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del 
deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen 
de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, 
o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 
aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y 
los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un 
proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio 
previsto en el artículo 184». 
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De la anterior normativa se colige que son demandables ejecutivamente las obligaciones 

expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o las que 

emanen de una sentencia proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción. 

 

Caso concreto. El juez de primera instancia consideró que de las sentencias que ordenan 

el reajuste pensional, no surge se manera clara, expresa y exigible el derecho pretendido por 

el actor en la demanda ejecutiva, toda vez que lo ordenado en dichas providencias fue la 

reliquidación pensional, cancelando los intereses moratorios y su respectiva indexación, a 

partir de la ejecutoria de la sentencia. 

 

Por su parte, el ejecutante sostuvo que el juez de primera instancia omitió la celebración de 

la audiencia inicial y aseguró que la entidad ejecutada cumplió parcialmente las sentencias 

dictadas en las que se ordenó el reajuste pensional, con las sumas debidamente indexadas y 

los intereses moratorios que se causaran a partir de la ejecutoria de la sentencia, ya que, si 

bien es cierto expidió acto administrativo de reconocimiento, aún no han sido pagadas a su 

favor. 

 

En un caso similar al que es objeto de estudio por parte de esta Sala, el Consejo de Estado 

Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, Consejero Ponente 

doctor Gustavo Eduardo Gómez Aranguren Bogotá, en providencia del veinticinco (25) de junio 

de dos mil catorce (2014) Radicación número: 68001-23-33-000-2013-01043-01(1739-14), 

expuso lo siguiente: 

 

«Resulta válida la pretensión del demandante de reclamar por vía de la acción 
ejecutiva el cabal cumplimiento del fallo proferido por esta jurisdicción, cuando 
considere que la entidad pública a quien se impuso la condena no la ha cumplido 
o lo hizo en forma incompleta, como al parecer se ha presentado en este caso, no 
hallándose facultado legalmente el operador judicial para inhibir su trámite por 
considerar ab initio, sin que se realice el estudio jurídico correspondiente, que lo 
pretendido excede de lo ordenado en el fallo, o que no cuenta con los suficientes 
elementos de juicio, pues tal apreciación será el objeto de debate que 
precisamente debe darse si la parte obligada controvierte las pretensiones en 
ejercicio de los medios de defensa otorgados por el legislador, bien por vía de 
reposición o mediante la formulación de las excepciones pertinentes. Debe quedar 
diáfano que, en tratándose de acciones ejecutivas que tengan por fundamento el 
cobro de condenas impuestas por la jurisdicción de lo contenciosos administrativo, 
no es dable su rechazo con fundamento en juicios de valor que puedan 
constituirse en verdadero prejuzgamiento sobre las súplicas de la demanda, pues, 
de una parte, la ley tan sólo exige que se acompañe el libelo con el documento o 
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documentos que constituyen título ejecutivo y, de otra, que el mandamiento 
respectivo deberá librarse en la forma pedida por el actor, si fuere procedente o, 
dado el caso, en la que el operador judicial considere legal, acorde con las 
circunstancias planteadas, pues cualquier reparo sobre las sumas o conceptos 
reclamados deberán ser objeto de debate dentro del trámite procesal mediante la 
formulación, por el demandado, de los recursos y medios de defensa autorizados 
por el legislador. 
 
Vistas así las cosas, fuerza concluir que le asiste la razón al impugnante, ya que, 
con grado de certeza, la demanda no ha debido ser rechazada por el a quo bajo 
el argumento de la inexistencia del mérito ejecutivo de la sentencia de primera 
instancia allegada como soporte, pues, independientemente de las sumas de 
dinero que el actor estime se le adeudan, lo cierto e indiscutible es que el 
fundamento de su reclamación es el eventual incumplimiento de la decisión 
judicial que impuso condena a cargo de las entidades accionadas, por lo que será 
en el seno del proceso ejecutivo en donde válidamente puedan discutirse los 
valores adeudados, para decidir, en definitiva, el monto concreto que salga a 
deber, si a ello hubiere lugar. Además, por expresa disposición contenida en el 
artículo 335 del Código de Procedimiento Civil, al acreedor tan sólo le asiste la 
obligación de “…solicitar la ejecución, con base en dicha sentencia, ante el juez 
de conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a continuación y 
dentro del mismo expediente en que fue dictada. No se requerirá formular 
demanda, basta la petición para que se profiera el mandamiento ejecutivo de 
acuerdo con lo señalado en la parte resolutiva de aquélla…” (Subraya fuera de 
texto). La providencia atacada será revocada para disponer, en su lugar, que el 
Tribunal de origen realice el estudio detallado sobre el cumplimiento de los demás 
requisitos formales exigidos por la ley para la demanda ejecutiva y, de hallarla 
ajustada, proceda a su admisión librando el correspondiente mandamiento de 
pago, dada su competencia para conocer del asunto por expresa disposición legal, 
como atrás se precisó». 

 

Sobre los argumentos expuestos por el a quo, referentes a las sumas de dineros 

reclamadas y el cumplimiento de la orden impartida en las sentencias de primera y segunda 

instancia de fechas 9 de julio de 2009 y 5 de agosto de 2010, respectivamente, la Sala 

considera que dicha motivación debe darse dentro del transcurso del proceso de ejecución, 

dando a las partes la oportunidad de probar y contradecir los valores adeudados. 

 

Ahora bien si existen dudas sobre el lapso de tiempo sobre el cual se deben liquidar los 

intereses moratorios, dicha discusión debe darse dentro del proceso ejecutivo, y a cada parte 

le corresponde alegar las razones de cumplimiento o incumplimiento de las sentencias, y 

acreditar su dicho en el escenario procesal y luego de surtirse esas actuaciones, al juez le 

corresponde dirimir la controversia y establecer si hay obligaciones pendientes de pago, como 

en este caso serían los intereses moratorios causados a partir de la ejecutoria de la sentencia, 

según se ordenó en las sentencias referenciadas. 
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Además del estudio del libelo se evidencia que el ejecutante solicitó el trámite de ejecución 

de la sentencia dictada dentro del proceso 2006-00159, es decir que su solicitud fue de 

continuación del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, ya que dentro del plenario 

consta que el medio de control que ordenó reliquidar su pensión de jubilación con la inclusión 

de todos los factores salariales devengados el último año de servicios, valores que debían ser 

indexados y sobre los cuales se reconocerían los intereses moratorios a partir de la ejecutoria 

de la sentencia, siendo esta última la que origina la presente solicitud de ejecución. 

 

El artículo 306 del Código General del Proceso, establece que: 
 

«Artículo 306. Ejecución. Cuando la sentencia condene al pago de una suma de dinero, 
a la entrega de cosas muebles que no hayan sido secuestradas en el mismo proceso, o 
al cumplimiento de una obligación de hacer, el acreedor, sin necesidad de formular 
demanda, deberá solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el juez del 
conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a continuación y dentro 
del mismo expediente en que fue dictada. Formulada la solicitud el juez librará 
mandamiento ejecutivo de acuerdo con lo señalado en la parte resolutiva de la 
sentencia y, de ser el caso, por las costas aprobadas, sin que sea necesario, para 
iniciar la ejecución, esperar a que se surta el trámite anterior.  
 
Si la solicitud de la ejecución se formula dentro de los treinta (30) días siguientes a la 
ejecutoria de la sentencia, o a la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por 
el superior, según fuere el caso, el mandamiento ejecutivo se notificará por estado. De 
ser formulada con posterioridad, la notificación del mandamiento ejecutivo al ejecutado 
deberá realizarse personalmente. 
 
Cuando la ley autorice imponer en la sentencia condena en abstracto, una vez 
ejecutoriada la providencia que la concrete, se aplicarán las reglas de los incisos 
anteriores. 
 
Lo previsto en este artículo se aplicará para obtener, ante el mismo juez de conocimiento, 
el cumplimiento forzado de las sumas que hayan sido liquidadas en el proceso y las 
obligaciones reconocidas mediante conciliación o transacción aprobadas en el mismo. 
 
La jurisdicción competente para conocer de la ejecución del laudo arbitral es la misma 
que conoce del recurso de anulación, de acuerdo con las normas generales de 
competencia y trámite de cada jurisdicción» [Destaca la Sala]. 

 

Así las cosas, como se advierte que lo pretendido por el actor era la ejecución de la 

sentencia dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, al a quo no 

le era dado negar el mandamiento de pago aduciendo la indebida conformación del título 

ejecutivo. 

 

Por lo expuesto se revocará la providencia recurrida y, en su lugar, se ordenará al juez de 

primera instancia librar el mandamiento de pago, previa la verificación del cumplimiento de los 
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demás requisitos. 

 

En consecuencia se,  

RESUELVE 

 

Primero: Revocar el auto de 14 de febrero de 2019, proferido por el Juzgado Décimo (10) 

Administrativo del Circuito de Bogotá, dentro del presente asunto, que decidió no librar 

mandamiento de pago y, en su lugar, líbrese previa la verificación del cumplimiento de los 

demás requisitos, entre los cuales deberá verificar la liquidación efectuada por la ejecutada y 

el monto real de la obligación pendiente de pago. 

 

Segundo: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Juzgado de origen, 

dejando las anotaciones que fueren menester. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

Este proyecto fue estudiado y aprobado en sala de decisión de la fecha. 

 

 

 

Luis Gilberto Ortegón Ortegón 
Magistrado 

José Rodrigo Romero Romero 
Magistrado 

                     Alberto Espinosa Bolaños 
Magistrado 

  

 

PN 
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JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA 

SUBSECCIÓN B 

 

 

Magistrado Ponente: Luis Gilberto Ortegón Ortegón 

 

Bogotá, D.C., cinco (05) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente : 11001-33-35-025-2018-00383-01 
Demandante : Janet Marcela Palomar Gechen 
Demandado : Nación – Fiscalía General de la Nación 
Medio de control : Nulidad y restablecimiento del derecho 
Tema : Impedimento de los Magistrados del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca (Bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 
2013) 

Asunto :  Manifestación de Impedimento 
 

 

Encontrándose el proceso al Despacho para decidir sobre el recurso de apelación 

presentado por la parte demandada, se advierte que esta Corporación debe declararse 

impedida para conocer de este asunto por las razones que se explican continuación: 

 

La señora Janet Marcela Palomar Gechen por intermedio de apoderado interpuso medio 

de control de nulidad y restablecimiento del derecho, a través del cual formula, entre otras, la 

siguiente pretensión: 

 

«[…] se declare la nulidad de los actos administrativos contenidos en los oficios: 
[…] 1. El acto administrativo radicado No. 20173100075401 del 05 de diciembre 
de 2017. […] 2. El acto administrativo radicado No. 20183100025333 del 20 de 
febrero de 2018. […] 3. La Resolución 20.975 del 06 de abril de 2018 y notificada 
personalmente el 11 de abril de 2018, por medio de los cuales se niega las 
pretensiones de la reclamación administrativa en cuanto incluir la bonificación 
judicial como factor salarial al momento de realizar la liquidación de las 
prestaciones sociales […]» [sic]. 

 

Como consecuencia de la anterior nulidad y a título de restablecimiento del derecho 

solicita: 
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«[…]  
 
se ordene reconocer que la bonificación judicial que percibe [la demandante] es 
constitutiva de factor salarial para liquidar todas las prestaciones sociales 
devengadas como primas, vacaciones, cesantías, entre otras, y las que se deban 
causar a futuro, en consecuencia, se ordene pagar […] el producto de la 
reliquidación de todas sus prestaciones sociales debidamente indexadas, a partir 

del 1 de enero de 2013 hasta tanto se haga efectivo el debido pago […]» [sic]. 
 

Sea lo primero indicar, que el artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo, en relación con las causales de impedimento y recusación, 

dispone: 

 

«[…] Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán 
recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de 

Procedimiento Civil […]» [Negrilla fuera del texto original]. 
 

En cuanto al trámite de dichos impedimentos, el artículo 131 del mismo Estatuto, establece: 

 

«Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas: 
 
[…] 
 
Si el impedimento comprende a todo el Tribunal Administrativo, el expediente se 
enviará a la Sección del Consejo de Estado que conoce el tema relacionado con 
la materia objeto de controversia, para que decida de plano. Si se declara fundado 
devolverá el expediente al Tribunal de origen para el sorteo de conjueces, quienes 
deberán conocer del asunto. En caso contrario, devolverá el expediente al referido 
Tribunal para que continúe su trámite». 

 

Por su parte, el artículo 141 del Código General del Proceso, derogatorio del artículo 150 

del Código de Procedimiento Civil, en su numeral 1º, consagra como causal de recusación la 

siguiente: 

 

«1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés 
directo o indirecto en el proceso» [Subraya la Sala]. 

 

Ahora bien, a través de la Ley 4 de 1992, se señalaron normas, objetivos y criterios que 

debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los 

empleados públicos. Luego fueron emitidos los Decretos 53 y 57 de 1993 por los que se 
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establecieron los regímenes salariales y prestacionales para los funcionarios y empleados de 

la Fiscalía General de la Nación, Rama Judicial y Justicia Penal Militar. 

 

Igualmente, se tiene que el 6 de marzo de 2013, se expidió el Decreto Nº 0382 de 2013 

«Por el cual se crea una bonificación judicial para los servidores públicos de la Fiscalía 

General de la Nación y se dictan otras disposiciones», modificado por el Decreto 22 de 2014, 

que dispuso: 

 

«ARTÍCULO 1º. Créase para los servidores de la Fiscalía General de la Nación a 
quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el Decreto 
número 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el Decreto número 875 de 2012 
y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la 
cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la 
base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. 
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servició y 
corresponde para cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: 
 
[…] 
 
ARTÍCULO 20. Los funcionarios y empleados de la Fiscalía General de la Nación 
que no optaron por el régimen establecido en el Decreto número 53 de 1993 y que 
continúan con el régimen del Decreto número 839 de 2012 y las disposiciones que 
lo modifican o sustituyan, de percibir en el año 2013 y siguientes un ingreso total 
anual inferior al ingreso total anual más la bonificación judicial que se crea en el 
presente decreto, respecto de quien ejerce el mismo empleo y se encuentra regido 
por el régimen salarial y prestacional obligatorio señalado en el Decreto número 
53 de 1993, percibirán la diferencia respectiva a título de bonificación judicial, 
mientras permanezcan vinculados al servicio». 

 

 

Así las cosas, se tiene que el Decreto 382 de 2013, creó una bonificación judicial mensual, 

a partir de enero de 2013, para i) los servidores de la Fiscalía General de la Nación cobijados 

por el régimen salarial y prestacional del Decreto 53 de 1993 y ii) para los empleados que no 

estando acogidos al Decreto 33 de 1993 se verifique que en el año (a partir del 1 enero de 

2013) perciben un «ingreso total anual inferior al ingreso total anual más la bonificación judicial 

que se crea en el presente decreto, respecto de quien ejerce el mismo empleo y se encuentra 

regido por el régimen salarial y prestacional obligatorio señalado en el Decreto número 53 de 

1993», caso en el cual percibirán la diferencia respectiva a título de bonificación judicial, 

mientras permanezcan vinculados al servicio. 
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Cabe anotar que la Sala Plena de este tribunal, en situaciones similares había acogido la 

posición del H. Consejo de Estado que sostenía que los funcionarios de la Fiscalía General 

de la Nación y los funcionarios de la Rama Judicial están sometidos a regímenes salariales y 

prestacionales diferentes, razón por la cual se declaraban infundados los impedimentos 

manifestados por los jueces administrativos. 

 

No obstante lo anterior, se debe hacer mención específica de recientes pronunciamientos 

realizados por el H. Consejo de Estado, entre los que se encuentra el del 18 de julio de 2018, 

que sostuvo: 

 

«Seria del caso estudiar sobre la admisión de la demanda, sin embargo en el 
presente asunto se trata de juzgar la aplicación de normas que regulan la prima 
especial del 30% de los funcionarios y servidores de la Fiscalía General de la 
Nación, lo que conlleva a realizar un estudio del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 
a fin de determinar si el mencionado emolumento tiene carácter salarial. 
 
No obstante, se advierte por los consejeros integrantes de la Sección Segunda, 
que la Ley 4ª de 1992 también regula aspectos salariales y prestacionales de los 
funcionarios y servidores de esta Corporación en lo que tiene que ver con la prima 
especial del 30%, generándose un interés indirecto en la decisión del presente 
asunto. En consecuencia, se configura la causal de impedimento contenida en el 
numeral 1º del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión 
expresa del artículo 130 del CPACA […]. 
 
En consecuencia, y por comprender el impedimento a la totalidad de los 
magistrados que integran la Sección Segunda que es la competente para conocer 
exclusiva y privativamente del asunto, se ordenará remitir el impedimento a la 
Sección Tercera del Consejo de Estado para que decida la aceptación o no del 
mismo, tal como lo establece el numeral 4 del artículo 131 de la Ley 1437 de 
2011». 

 

En igual sentido, esa misma corporación en providencia de 12 de julio de 2018 Consejero 

Ponente Carlos Alberto Zambrano Barrera, Radicación 11001-03-25-000-2017-00806-00 

(61.090), resolvió declarar fundado el impedimento manifestado por los H. Consejeros de 

Estado de la Sección Segunda de esta Corporación, Carmelo Perdomo Cuéter, Sandra Lisset 

Ibarra Vélez, César Palomino Cortés, William Hernández Gómez, Gabriel Valbuena 

Hernández y Rafael Francisco Suárez Vargas, argumentando lo siguiente: 

 

«En la manifestación de impedimento se arguyó, por un lado, que de las 
pretensiones de la demanda se desprende un interés directo en las resultas del 
proceso de todos los Magistrados que integran la Sala Plena de la Sección 
Segunda, puesto que el fin de los demandantes es obtener la declaratoria de 
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nulidad parcial del artículo 1º del decreto 382 de 2013, modificado por el decreto 
22 de 2014, el cual creó una bonificación judicial para los servidores de la Fiscalía 
General de la Nación y, a su vez, dispone que ésta, “… constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en salud” y, por otro lado, que el resultado 
del proceso tendría una afectación directa sobre el ingreso base de liquidación al 
momento de calcular la pensión de vejez de quienes se declaran impedidos, toda 
vez que estos son beneficiarios de una bonificación judicial. 
 
Luego de analizar la situación fáctica planteada y la causal invocada, la Sala 
encuentra que, si bien es cierto, el decreto demandado creó una bonificación 
judicial únicamente a favor de los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, 
la decisión que se adopte al fallar el proceso puede afectar indirectamente a los 
Magistrados de esta Corporación, toda vez que han sido beneficiarios de una 
bonificación judicial durante su vida laboral. 
 
En consecuencia y como el impedimento manifestado por los Consejeros de la 
Sección Segunda resulta predicable de la totalidad de Magistrados de la 
Corporación, en atención al principio de economía procesal se dispondrá que, por 
Presidencia de la Sección Segunda del Consejo de Estado, se lleve a cabo el 
sorteo de conjueces para que resuelvan el asunto. 
 
En mérito de lo expuesto, se 
 
 

R E S U E L V E: 
 

 
PRIMERO: DECLÁRASE FUNDADO el impedimento manifestado por los H. 
Consejeros de Estado de la Sección Segunda de esta Corporación, Carmelo 
Perdomo Cuéter, Sandra Lisset Ibarra Vélez, César Palomino Cortés, William 
Hernández Gómez, Gabriel Valbuena Hernández y Rafael Francisco Suárez 
Vargas. 
 
SEGUNDO: Por Presidencia de la Sección Segunda, LLÉVESE a cabo el sorteo 
de Conjuez para que remplace a los Consejeros referidos en el numeral anterior». 

 

 

Se considera pertinente indicar que a pesar de que la bonificación judicial de la Fiscalía 

General de la Nación y de la Rama Judicial, se encuentran contempladas en normas disimiles 

(Decretos 0382 y 383 de 6 de marzo de 2013), en efecto tratan de un concepto laboral que 

tiene el mismo fundamento legal, esto es,  la Ley 4ª de 1992 y ostentan el mismo conflicto, 

referente a que esa prestación solo constituye factor salarial para la base de cotización al 

Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

 

De acuerdo con lo expuesto, el Decreto 0382 de 2013, creó una bonificación judicial para 

los servidores públicos de la Fiscalía General de la Nación, sin embargo, los magistrados 
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administrativos cuentan con el reconocimiento de la bonificación judicial similar, contemplada 

en el Decreto 383 de 2013, por lo que decidir sobre el reconocimiento de la bonificación judicial 

de la Fiscalía General de la Nación, como factor salarial atañe indefectiblemente la situación 

de los magistrados de la Corporación. 

 

De lo pretendido por el demandante, se advierte que lo solicitado en el sub examine, es un 

tema de interés directo de todos los Magistrados que integran esta Corporación, pues la parte 

actora depreca la bonificación judicial que a la fecha ha sido reclamada y demandada por 

varios de los Togados que conformamos este Tribunal, en ese orden, se tiene a pesar de 

encontrarnos frente al recurso de apelación interpuesto por la parte accionante, la Corporación 

se encuentra bajo una causal de impedimento para conocer lo recurrido. 

 

Así las cosas, nos encontramos en similares condiciones a las del accionante, pues, el 

presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho está directamente 

relacionado con nuestros intereses jurídicos personales, en consecuencia, nos asiste interés 

directo en los resultados del presente asunto. 

 

Por lo anterior, la Sala concluye, que en el caso bajo estudio concurre la causal primera de 

recusación prevista en el artículo 141 del Código General del Proceso y en consecuencia, de 

conformidad con los artículos 140 del ibídem y 130 de la Ley 1437 de 2011, que prescriben 

que en el evento, en que concurra una causal de recusación, el Juez deberá declararse 

impedido expresando los hechos por los cuales no puede conocer el asunto materia de litigio, 

debe declararse impedida esta Corporación para conocer del presente medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho en primera instancia, por lo que se dispondrá el envío 

del expediente a la Sección Segunda del H. Consejo de Estado, para lo de su cargo. 

 

En mérito de lo expuesto, se 

 

RESUELVE: 

 

Primero: Se declara impedida esta Corporación, para tramitar y decidir el presente 

asunto, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 
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Segundo: Ejecutoriado este proveído, enviar el expediente al Consejo de Estado para lo 

de su competencia. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

Este proyecto fue estudiado y aprobado en Sala Plena de la fecha. 

 

 

Luis Gilberto Ortegón Ortegón 

Magistrado 

 

 

 

 

Amparo navarro López 

Presidenta 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
PN 

 


